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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Mario Perrachón. 


MIEMBROS: Señores Representantes Dardo Casas, Rodrigo Goñi Romero, Elsa Hernández, Graciela 
Matiauda Espino y Hermes Toledo Antúnez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Perrachón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Estábamos considerando los artículos 82, 83 y 84. El artículo 82 refería a la reincidencia, el 83 a las 6.000 
unidades reajustables -se dijo que superan todo lo conocido en multas- y el 84 a la acumulación de faltas. 


La respuesta del doctor Gilardoni fue que todo esto está en el artículo 285 de la Ley N* 16.736 del año 1996, 
donde se fijan las multas. Un aditivo a este tema es que en la ley de suelos -en el artículo 2* de la Ley_N? 
18.564, de 7 de octubre de 2009- las multas van de 10 UR a 10.000 UR. En el seno de esta Comisión se había 
dicho por parte de los visitantes que multas de 6.000 UR superaban todo lo conocido en multas, pero para 
esto hay una ley que generaliza el tema multas y hay otras leyes que superan el monto. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Las intervenciones que hice fueron tratando de ir definiendo los 
artículos analizados por la última delegación que concurrió. En vista de que tenemos varias cosas, 
entre ellas una serie de planteos realizados por la señora Diputada Matiauda Espino sobre varios 
artículos, indudablemente vamos a tener que hacer alguna modificación. Entonces, sugiero que 
avancemos en esto, y en aquellos artículos en los que haya diferencias o sugerencias de modificación, 
los veamos puntualmente. Si no, tendremos que volver a estudiar artículo por artículo, cosa que ya 
habíamos hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bueno, comencemos entonces. 


Se dice por parte de los armadores que no hay debido proceso, y que en el artículo 84 hay que diferenciar dos 
Órganos: quién multa y quién decomisa. La respuesta del doctor Gilardoni fue que es chocante, porque hoy se 
empezó a controlar y antes no se controlaba, pero que la misma Ley_N?* 16.736 prevé el decomiso ficto. 


En cuanto al artículo 86, relativo al decomiso de artículos de terceros, que fue cuestionado, el doctor 
Gilardoni dice que está desde 1996 en la Ley N* 16.736. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Ya que estamos haciendo este análisis, voy a leer el trabajo de la 
señora Diputada Matiauda Espino, porque precisamente hace una referencia al artículo 86. Lo que 
dicen sus asesores es que la norma es demasiado escueta, que le generará problemas prácticos para dar 
destino a los bienes decomisados. Dicen que, en particular, se necesita establecer normas claras y 
detalladas en materia de la utilización de los bienes perecederos decomisados, por ejemplo, el pescado. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- En este tema creo que lo que deberíamos agregar en este artículo 86 es, al 
final, después de "destruidos", sacar el punto, poner una coma y agregar: "sin perjuicio del debido 
proceso judicial". Puedo entender que se decomisen las artes, lo que se entienda del caso decomisar, 
pero esto no puede significar la acumulación del artículo 84 con el del 86, es decir, el destino de los 
decomisos, que simplemente la DINARA decomise y regale, venda o remate por cuenta propia. Esto 
tiene que tener el debido proceso judicial. Propondría que el artículo quedara así: "Los equipos, 
bienes, artes de pesca, y productos acuáticos y acuícolas que hayan sido decomisados serán subastados 
o donados a beneficio social o, en su caso, destruidos, sin perjuicio del debido proceso judicial". 


El artículo 84, que refiere a la acumulación de sanciones, dice: "En caso de violación a más de un precepto 
normativo, podrán acumularse las sanciones que debieran aplicarse" Esto es correcto, pero yo pondría una 

coma luego de "aplicarse" y agregaría: "con un tope de 6.000 UR". Es decir que puede haber distintos tipos 
de sanciones que se acumulan, pero nunca superan el máximo de 6.000 UR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero acá hay un principio de acumulación. 


SEÑOR GOÑI ROMERO. Es correcto, pero si se está multando con 6.000 UR por una, no le podemos 
decir que por otra sanción tendrá 300 UR. No, es el máximo. El máximo sancionatorio son US$ 
150.000, que son 6.000 UR. Tiene que haber un tope sancionatorio, si no, al final terminan quedándose 
con la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero se trata de volúmenes grandes, no de pescadores artesanales. Estamos 
hablando de barcos, de armadores. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Es correcto, pero debe tener un tope. 


Hay un andamiaje jurídico armado a partir de la Constitución de la República y con las leyes de Derecho 
Penal y demás, que determina penas máximas. Usted puede acumular penas, por dos o tres delitos que haya 
cometido, pero tienen un máximo y más de eso no hay pena posible. En Uruguay no existen esas penas de 
trescientos años. 


(Diálogos) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- El numeral 4) del artículo 285 de la Ley_N* 16.736, Presupuesto 
Nacional que comenzara a regir en el año 1996, dice: '4) En caso de infracciones calificadas de graves 
y cuya comisión sea susceptible de causar daño a la salud humana, animal o vegetal, o al medio 
ambiente, los infractores podrán ser sancionados en forma acumulativa a las multas y decomisos que 
en cada caso correspondan, con: 


A) Suspensión por hasta ciento ochenta días de los registros administrados por las distintas dependencias del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca.- B) Suspensión por hasta ciento ochenta días de habilitaciones, 
permisos o autorizaciones para el ejercicio de la actividad respectiva.- C) Clausura por hasta ciento ochenta 
días del establecimiento industrial o comercial directamente vinculado a la comisión de la infracción. La 
interposición de recursos administrativos y la deducción de la pretensión anulatoria ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo tendrá efecto suspensivo de esta medida". No me queda claro si esto hace 
referencia a los montos pecuniarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley no habla de topes. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- En esta parte no habla de montos, aunque sí al comienzo. El numeral 
2) dice: "En aquellos casos en que, de conformidad con las normas en vigencia corresponda sancionar 
con multa a los infractores, la misma será fijada entre UR 10 (diez unidades reajustables) y UR 2000 
(dos mil unidades reajustables) excepto en los casos de normas que regulan la actividad pesquera, en 
cuyo caso el monto máximo será de UR 5000 (cinco mil unidades reajustables)". En esta oportunidad, 
se lleva a 6.000 UR. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Pero 5.000 UR es el monto máximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería bueno volver a leer el artículo al que se refirió el Diputado 
Toledo Antúnez. 


(Se lee nuevamente) 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Lo que estaba previsto era una sanción pecuniaria con un máximo de 
5.000UR a la que, en los casos en que la ley lo prevé, se le pueden acumular otro tipo de sanciones 
administrativas, no pecuniarias. Lo que digo es que, en el caso de que se acumulen sanciones 
pecuniarias, no se pueda exceder el tope de 6.000 UR. De este modo, estaríamos elevando en un 20% el 
máximo establecido por la ley anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el Diputado Goñi Romero tiene razón. 
(Diálogos) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- El inciso al que dimos lectura refiere a la sanción que se impone sobre 
el máximo de la sanción pecuniaria; constituye un paso posterior. 


(Diálogos) 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Si estamos de acuerdo, propongo que, al final del artículo 84 se agregue 
"con un máximo de 6.000 UR". 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que quedaría redundante, porque el primer inciso del artículo 84 refiere 
a que podrán acumularse las sanciones que debieran aplicarse y, en el siguiente, se especifica cómo se 
debe proceder. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Ante la duda, preferiría que quedara expresamente establecido. Me parece 
que no perdemos nada con hacer este agregado; es más: creo que así damos certeza a todas las partes. 
Hay que tener en cuenta que esto fue reclamado por la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, 
para saber a qué atenerse en cuanto a sanciones. Con este agregado sabrían cuál es el riesgo pecuniario 
máximo al que se exponen, más allá de las sanciones administrativas. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, agregamos al final del artículo 84 la frase: "con un máximo de 
6.000 UR". 


(Diálogos) 


SEÑOR GOÑI ROMERO. En el artículo 91 se establece: "Deróganse todas las leyes y decretos que se 
opongan directa e indirectamente a la presente ley". 


No quiero mezclar los tantos; prefiero atenerme a lo que estamos redactando, porque no tengo claro qué 
vigencia tendrán otras normativas. Lo digo porque se está haciendo referencia a una disposición específica 
inserta en una Rendición de Cuentas, que supongo que sustituye artículos de la ley original de recursos 
hidrológicos, y estimo que va a ser sustituida por la que votemos nosotros. De manera que lo que va a quedar 
vigente va a ser esto. Pero como no lo tengo claro, preferiría no mezclar los tantos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Está vigente y así va a quedar mientras lo que establezcamos en este proyecto 
no se oponga; así lo señaló el doctor Gilardoni. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Entonces, establecemos el máximo para la parte pecuniaria y no tocamos 
nada más. 


(Diálogos) 


——-A efectos de contemplar la preocupación del señor Presidente propongo que dejemos el artículo 84 tal 
como está redactado y que agreguemos al final del artículo 83, después del que ahora es punto final: "La 
acumulación de multas no podrá superar las 6.000 UR". 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La última observación de los armadores tenía que ver con reiterar principios 
de la primera ley; hablaban de limitación de la jornada y pago a la parte. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿En la ley original había alguna declaración de principios de este tipo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Gilardoni respondió a esta inquietud de los armadores que este 
tema está en el artículo 28 de la Ley N” 13.833, y seguirá vigente, porque no se va a derogar. El artículo 
28 dice: "Cuando las tripulaciones sean remuneradas bajo cualesquiera de las formas del régimen de 
pesca "a la parte" o sistemas mixtos de éste, los tripulantes no estarán sujetos a limitación de 
jornada". 


SEÑOR GOÑI ROMERO. Voy a referirme al artículo 88, "Título ejecutivo". En su momento, los 
armadores mencionaron que no estaba claramente delimitada la competencia de Juzgados y demás. En 
el segundo inciso del artículo 88 se establece: "Serán competentes para entender en los procesos 
correspondientes, los Juzgados Letrados de Primera Instancia". Quienes me asesoran me indicaron 
que es distinto según se trate de Montevideo o del interior. Esta materia, que es ajena a este proyecto, 
está regulada por el Código General del Proceso y, por ende, lo que corresponde es quitar ese inciso. El 
abogado actuante sabe adónde remitirse en cada situación. Nosotros debemos imitarnos a declarar el 
título ejecutivo; lo otro es materia del Código General del Proceso y, si quisiéramos agregar esta 
cuestión, habría que transcribir todos los artículos del Código correspondientes al tema, y eso no 
tendría sentido. 


Por eso sugiero que eliminemos esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda registrado entre las interrogantes que haremos llegar al Director 
Gilardoni. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Voy a referirme al artículo 28, relativo a la titularidad, con respecto al que 
no comparto el tema de la titularidad de las acciones. Tenemos un sistema previsto para que los 
capitales se asocien, pero terminamos planteando cuestiones personales, no de capitales. 


Esta es la gran diferencia que hay en el andamiaje jurídico. Se trata de permitir, mediante las acciones al 
portador, la agilidad en la asociación de capitales en un negocio en el que es fundamental tener mucho 
capital. Lo digo porque a nivel individual no es fácil acceder a este negocio, en principio, por lo que cuesta 
un barco pesquero. Entonces, quiero dejar la constancia de que no estoy de acuerdo con esta redacción de 
personas jurídicas privadas en el sentido de que tengan que ser nominativas. Me parece que ese es un 


agregado que no hace a la cuestión. En definitiva, la responsabilidad de las sociedades anónimas queda en la 
cabeza del Directorio, que asume plena y solidariamente todas las responsabilidades. En definitiva, ese es 
todo el andamiaje jurídico que tradicionalmente ha tenido el Uruguay. No veo por qué debemos cambiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión anterior de esta Comisión, esta inquietud de los armadores ya 
fue evacuada por la opinión del doctor Gilardoni, quien dijo que es política de este Gobierno 
identificar quién es el responsable y no innova, porque ya está la ley para el tema agropecuario. 
Además, hoy la OCDE reclama la titularidad de la persona física o jurídica, para saber quién es el 
responsable. Todo esto está referido al artículo 28 de nuestro proyecto, al que hace mención el señor 
Diputado. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- El señor Diputado Goñi Romero deja expresa constancia de su no 
acuerdo, pero tampoco propone modificaciones. 


Nosotros estamos en esa línea que acaba de mencionar el señor Presidente. En más de una oportunidad 
hemos dicho en esta Comisión que es política del Gobierno identificar las acciones de la sociedad, en este 
caso, que sean sociedades nominativas y no al portador. El antecedente más cercano que tenemos es el de la 
ley de la tierra, que se prorrogó por dos años pero que se está aplicando, salvo excepciones, que acá también 
se mencionan. Es una cuestión que coincide con los objetivos de esa ley y que también tiene que ver con la 
soberanía, porque no olvidemos que el mar importa, la pesca importa, los barcos de bandera uruguaya que 
circulan en los mares territoriales del Uruguay importan. Más allá de que aceptamos la discrepancia, en esto 
está clara la postura del Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agregar que las únicas sociedades anónimas innominadas que se 
aceptan son algunas que operen en la Bolsa de Valores, donde los requisitos son muy estrictos y son las 
sociedades por acciones al portador las que cotizan en bolsa. 


SEÑOR GOÑI ROMERO. El Presidente habla de la responsabilidad. Yo decía que la responsabilidad 
la asumen los Directores de la sociedad, que lo hacen en forma solidaria y personal. Pero, además, nos 
parece que el tema de la curiosidad respecto a quién es el dueño, es un tema que no hace a la esencia 
del negocio pesquero. Lo que debe importar es que se rija por las normas que aquí estamos aprobando. 
Hasta ahora no me han demostrado cuál es la necesidad de que cualquiera tenga que saber quién lo 
hace. Lo que importa es cómo lo hace, si lo hace sujeto a la ley o no. Ahora, además de la curiosidad, 
¿hay alguna otra razón? Sería bueno saberlo. 


En cuanto a lo de la OCDE, sostengo -quizás por mi vieja condición nacionalista- que las normas del 
gallinero no las puede poner el zorro, porque si lo dejamos poner las normas dentro del gallinero, 
seguramente nos termine comiendo todas las gallinas. De manera que no comparto en absoluto la posición de 
sumisión que el Gobierno está tomando con respecto a la OCDE, pero comprendo que son posiciones 
políticas y filosóficas diferentes. De manera que dejo constancia de que no estoy de acuerdo y de que, si por 
mí fuera, sacaría el párrafo entero. Esa sería la propuesta. Como conocía la posición del Gobierno, 
simplemente dejé la constancia. 


El artículo 36 tiene que ver con la negociabilidad e inembargabilidad. Dice: "Prohíbese la realización de 
cualquier negocio jurídico que involucre permisos, concesiones y/o autorizaciones, ya sea a título gratuito u 
oneroso, aparejen o no transferencia en la titularidad". Quiero hacer especial hincapié en este tema. Aparecen 
de nuevo transferencias en la titularidad, es decir, se prohíbe la transferencia del negocio jurídico que acá está 
regulado. Quisiera agregar un inciso que dijera: "Cambios en el capital social o accionario del titular, no 
implican transferencia de titularidad". 


Me explico: una sociedad de responsabilidad limitada puede tener cinco socios. De pronto, uno de ellos 
vende su parte a otro de los socios o a un tercero, pero este cambio en los dueños de una empresa no significa 
que cambie la empresa. Sigue siendo la misma SRL, quizás con distinta constitución de capital. Otro tanto 
puede ocurrir con acciones nominativas: un accionista que vende sus acciones a otro accionista o a un 
tercero. Quiero dejar la constancia clara de que ese cambio en la titularidad de la empresa detentataria del 
permiso, concesión o autorización, no implica un cambio de titularidad, porque si no sería un negocio nulo. 


Si no, lo que estaríamos haciendo es que los cambios en los socios dentro de la empresa determinarían el 
negocio. Creo que no es la idea. 


Entonces, sugiero agregar una salvedad al respecto. Mi propuesta quedaría así. Luego de "Los acuerdos que 
se realicen en contravención a la presente prohibición, serán nulos y se aplicarán las máximas sanciones 
previstas en el Capítulo X)", agregaría: "Cambios en el capital social o accionario del titular, no implican 
transferencia de titularidad". 


(Diálogos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a consultar sobre este tema. 

SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- No estamos hablando de la pesca artesanal, ¿verdad? 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estamos hablando de todos los artículos, tal como están. 


En relación con el artículo 37, ayer el Presidente decía que van a quedar librados a la reglamentación los 
casos de fuerza mayor. A mí me gustaría que se incorporara la salvedad en la ley; dejar el artículo y agregar: 
"Los casos de fuerza mayor serán debidamente reglamentados". Es decir, ya dejar claro que en casos de 
fuerza mayor, la inactividad puede superar ese plazo de ciento veinte días. No vamos a decir cuáles son los 
casos, porque son muy variables; no vamos a decir qué plazo se puede extender, que sí lo dejamos a la 
reglamentación, pero establecemos en el texto legal que los casos de fuerza mayor deberán ser 
reglamentados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto fue contestado por el doctor Gilardoni en los siguientes términos. Dice 
que está reglamentado por el artículo 15 del Decreto N” 149, donde se especifica que el armador, por 
casos de fuerza mayor, puede pedir una prórroga. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Correcto, pero no es lo que dice el proyecto de ley. Entonces, quiero que lo 
diga, y después que lo reglamente el decreto. Me parece correcto que el decreto lo reglamente, pero 
quiero que la ley diga que puede haber casos de fuerza mayor que excedan el plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 37 habíamos aceptado poner, luego de la palabra "permiso", 
una coma y agregar: "salvo que DINARA considere causa de fuerza mayor, según Decreto N” 149, 
artículo 15". 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Bajo ningún concepto una ley puede basarse en un proyecto; eso es una 
aberración jurídica 


(Diálogos) 


——— Reitero: una ley no puede basarse en un decreto. Es al revés: el decreto se basa en la ley. Bajo ningún 
concepto podemos legislar haciendo referencia a un decreto del Poder Ejecutivo. Eso es trastocar 
absolutamente el rol jurídico de la norma en el país. No se puede hacer. Realmente eso está mal. 


Probablemente coincidimos en el concepto. Lo que yo digo es algo mucho más genérico. Al final, en lugar de 
hacer referencia al decreto, se puede decir: "La reglamentación preverá las causas de fuerza mayor". Si la 
reglamentación es ese decreto que dice el Presidente, bárbaro; si es otro, también, pero no podemos 
mencionar un decreto dentro de esta ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aceptamos el enriquecimiento de este artículo por parte del señor Diputado 
Goñi Romero. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- El Uruguay vivió con una ley de pesca durante cuarenta años. 
Pretendemos que esta ley no sea para un período corto, sino que perdure. En los hechos está quedando 
demostrado que nuestro objetivo es que sea una ley acordada con la oposición en la mayoría de las 


cosas, para que perdure. Ese es el objetivo. No es la idea que una ley con 92 artículos solo sea aprobada 
por los cincuenta votos del Frente Amplio; nos gustaría que tuviera más votos. Se trata de una ley 
política. A pesar de las críticas, es una ley que implica políticas pesqueras. Más allá de que algunos 
digan que no hay política pesquera definida, creo que la hay. 


Por eso estamos trabajando acá y asumimos el compromiso con la oposición. 


SEÑOR GOÑI ROMERO. El artículo 38 refiere a la indemnización. Dice: "La revocación, suspensión 
o declaración de caducidad de los permisos y autorizaciones, no dará derecho a reclamo ni 
indemnización alguna". Solicito eliminar este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al artículo 38, fueron consultados los servicios jurídicos de 
DINARA. Ellos nos dijeron que tenían razón, que revisemos o que, en caso de no eliminarlo, 
agregáramos después de la palabra "indemnización", el término "especial", en lugar de "alguna". 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No se trata de que se hagan o no modificaciones; con un artículo de una 
ley no se puede tirar abajo la Constitución de la República. Si aprobáramos esto, estaríamos quitando 
hasta el derecho al reclamo; realmente sería un exceso. Esto no va a pasar el examen de ningún 
tribunal. Evitemos el problema y -lo digo con todo respeto- evitemos hacer el ridículo. Esto es un gran 
exceso porque atenta contra los derechos personales de todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al respecto, estamos esperando la respuesta definitiva de los Servicios 
Jurídicos. 


(Diálogos) 

SEÑOR GOÑI ROMERO.- El tema de las infracciones ya quedó resuelto, ¿verdad, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Diputado. 

(Diálogos) 


——— Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


